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1. INTRODUCCION 
 

El presente trabajo constituye la Po-
nencia General del Sub Tema I de estas 
Primeras Jornadas Nacionales de Dere-
cho Tributario, y tiene por objeto anali-
zar si el legislador ha cumplido con res-
petar los principios constitucionales de 
imposición fiscal al implantar en nuestro 
país el Impuesto al Patrimonio Neto Per-
sonal (IPNP). 

 
Dando cumplimiento al Reglamento 

de las Jornadas, el trabajo ha sido reali-
zado tomando como base las ponencias 
individuales y comunicaciones técnicas 
presentadas por los doctores Julio de 
Almeida, Juan del Busto, Miguel Mur, 
Guillermo Ruiz Secada, Alfredo Vidal y 
Enrique Vidal Henderson.  Contiene,  
 

además, el aporte personal de este rela-
tor. 

 
El carácter específico del tema a tratar 

ha permitido que los autores de las diver-
sas ponencias individuales y comunica-
ciones técnicas hayan podido referirse a 
todos aquellos aspectos que requieren ser 
analizados en este evento. 

 
La calidad jurídica y estricta rigurosi-

dad científica de las mismas obligan a 
intentar presentar las diversas opiniones 
de tan ilustres profesionales en la forma 
más objetiva, sistemática y resumida que 
sea posible, a fin de dar a ustedes una 
visión coordinada de todas ellas, con el 
objeto de facilitar el análisis conjunto del 
tema. 
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2. ASPECTOS GENERALES 
 
2.1. El Estado Peruano, su poder fis-

cal y sus limitaciones 
 

Señalan los representantes a la Asam-
blea Constituyente, en el Preámbulo de la 
actual Constitución Política del Perú, su 
decisión de fundar un Estado democráti-
co basado, entre otros aspectos, en el so-
metimiento de gobernantes y gobernados 
a la Constitución y la ley. 

 
El Perú es una república democrática y 

social, independiente y soberana (1).  El 
Estado así constituido, tiene deberes pri-
mordiales que cumplir, entre los cuales 
está el de promover el bienestar general 
basado en la justicia y en el desarrollo 
integral y equilibrado del país, y eliminar 
toda forma de explotación del hombre 
por el hombre y del hombre por el Esta-
do (2). 

 
De acuerdo a nuestra Constitución, el 

poder emana del pueblo.  Quienes lo ejer-
cen lo hacen en su representación con las 
limitaciones y responsabilidades señala-
das por la Constitución y la ley (3).  La 
Constitución prevalece sobre toda norma 
legal.  La ley, sobre toda norma de infe-
rior categoría y así sucesivamente, de 
acuerdo a su jerarquía (4).  Por ello todos 
tienen el deber de respetar, cumplir y de-
fender la Constitución y el ordenamiento 
jurídico de la Nación (5). 

 
Nadie duda que la existencia misma de 

un Estado de Derecho como el nuestro, 
que no es el propietario exclusivo de los 
bienes de producción y que garantiza la 
inviolabilidad de la propiedad privada (6), 
depende básicamente de los ingresos 
tributarios.  Por ello, la Constitución le 
faculta a crear tributos y establece expre-
samente que todos tenemos el deber de 

pagarlos y de soportar equitativamente 
las cargas establecidas por la ley para el 
sostenimiento de los servicios públicos 
(7).  Estamos pues frente al poder o po-
testad tributaria o, lo que es lo mismo, 
ante la facultad o la posibilidad jurídica 
del Estado de exigir contribuciones con 
respecto a las personas o bienes que se 
hallen en su jurisdicción (8).  Según Biel-
sa, este poder fiscal es un poder inheren-
te al de gobernar, porque no hay gobier-
no sin tributos y su contrapartida es el 
deber ético-político-social-jurídico del 
individuo de contribuir al sostenimiento 
del Estado (9). 

 
Pero siendo el nuestro, como hemos 

visto, un Estado de Derecho sujeto a un 
ordenamiento jurídico, cuyos gobernan-
tes y gobernados están obligados a respe-
tar, cumplir y defender, dicho poder de 
imposición no es una relación de fuerza 
ni tampoco una relación de poder discre-
cional o arbitrario, sino una relación de 
derecho.  El poder se ejerce con las limi-
taciones y responsabilidades señaladas 
por la Constitución y la ley (10). 

 
No hace mucho, Geraldo Ataliba, re-

cordando al maestro argentino Agustín 
Gordillo, nos decía que: “La Constitu-
ción es una ley que el pueblo hace para 
contener y detener el poder del Estado, 
para establecer límites al poder del Esta-
do, y no lo contrario, como mucha gente 
piensa, que es una ley que el Estado hace 
para contener al pueblo” (11). 

 
El Estado ha sido creado por el hom-

bre para servir al hombre.  La Constitu-
ción reconoce la necesidad que tiene de 
recaudar los fondos que requiere para el 
sostenimiento de los servicios públicos; y 
es en virtud de ello que le otorga el poder 
de crear tributos.  Pero el establecimiento 
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de dichos tributos no puede atentar con-
tra derechos fundamentales de la persona 
humana, como son, entre otros, el dere-
cho a la libertad, a la propiedad privada y 
a ser tratado por igual sin discriminación 
alguna por razón de sexo, raza, religión, 
opinión o idioma.  Estos derechos son re-
conocidos por la Constitución y por ello 
el Estado debe no sólo respetarlos sino, 
también, garantizarlos.  Es en cumpli-
miento de este deber que el Estado, al 
crear los tributos, debe hacerlo cuidando 
de no atentar contra dichos derechos. 
 
2.2. Los principios de imposición fiscal 
 

No pretende ser este un tratado de de-
recho constitucional relativo a la materia 
tributaria.  No vamos pues a discutir so-
bre la naturaleza jurídica de los llamados 
valores, principios o garantías constitu-
cionales.  Como el nombre del subtema I 
señala, sólo pretendemos analizar en la 
forma más concreta y precisa posible, si 
el establecimiento en el Perú del IPNP 
cumple o no con los preceptos conteni-
dos en forma expresa en la Constitución 
Política del país.  Sostenemos que los 
mismos han sido incorporados a dicha 
Ley Principal de la Nación, en lo que se 
ha llamado la “Constitucionalización del 
Derecho Tributario”, con la evidente in-
tención de dar certeza y fuerza jurídica a 
aquellos principios que constituyen el 
cimiento de la potestad tributaria, esto es, 
que lo limitan o reglan, como correspon-
de al ejercicio del poder en un Estado de 
Derecho. 

 
En este sentido, si bien aceptamos la 

tesis de la existencia de principios cuya 
naturaleza jurídica es meramente pro-
gramática, es decir que sólo demuestran 
un buen propósito o una recomendación 
para el legislador, sin obligarlo imperati-
vamente, dicho criterio, de acuerdo a la 

opinión casi unánime de los ponentes y 
mía propia, no puede regir cuando tales 
principios son expresamente incorpora-
dos en el texto de la Constitución.  En 
este caso, ellos son de observancia obli-
gatoria para el que detenta la potestad tri-
butaria.  Su cumplimiento debe estar suje-
to a control jurisdiccional posterior, por 
constituir garantías que amparan a los 
contribuyentes frente al uso desmedido 
del poder fiscal (12). 

 
Luego de este preámbulo repasemos 

brevemente cuáles son los principios que 
recoge expresamente nuestra carta políti-
ca.  El artículo 139, en su segundo párra-
fo, señala que la tributación se rige por los 
principios de legalidad, uniformidad, 
justicia, publicidad, obligatoriedad, cer-
teza y economía en la recaudación.  Seña-
la, asimismo, que no hay impuesto con-
fiscatorio ni privilegio personal en mate-
ria tributaria.  Paralelamente a esta enu-
meración de principios, la Constitución 
recoge otros preceptos íntimamente vin-
culados a los anteriores por lo que, si se 
quiere realizar un análisis detallado sobre 
la vigencia de los mismos, no pueden ser 
dejados de lado. 

 
En los capítulos siguientes analizare-

mos estos principios constitucionales e 
intentaremos verificar si el legislador del 
IPNP cumplió o no con observarlos fiel-
mente. 

 
Antes de ello resulta oportuno advertir 

que el lenguaje jurídico no es transparen-
te como el matemático.  Por esta razón 
podrá apreciarse, en una lectura general 
de la doctrina, que se refleja en las po-
nencias y comunicaciones técnicas reci-
bidas, que no existe total y absoluta coin-
cidencia en cuanto a la denominación de 
cada uno de estos principios.  Sin embar-
go, esta aparente imprecisión no debe 
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desanimarnos en absoluto, porque avan-
zando en el análisis apreciaremos que es 
sólo de carácter terminológico y no con-
ceptual. 
 
2.3. Principales características del 

Impuesto al Patrimonio Neto 
Personal en el Perú 

 
Antes de empezar el análisis detallado 

del tema y sólo para terminar de precisar 
su contenido, conviene hacer una somera 
descripción de las principales caracterís-
ticas del IPNP en el Perú. 

 
El tributo ha sido establecido por el 

Decreto Legislativo 451, en uso de las 
facultades conferidas por el inciso e) del 
artículo 29 de la Ley 24750.  El mencio-
nado Decreto fue publicado el 31 de di-
ciembre de 1987 y rige a partir del ejerci-
cio anual que se inició el primero de ene-
ro de 1988.  Posteriormente, en setiembre 
de 1988, ha sido objeto de importantes 
precisiones por el Decreto Supremo 175-
88-EF, dictado de conformidad con la 
facultad concedida en el inciso 20) del 
artículo 211 de la Constitución. 

 
Debido a que el análisis pormenoriza-

do de este tributo es materia de los Sub-
Temas II y III de estas Jornadas, pode-
mos decir, sólo a manera de resumen, 
que se trata en realidad de dos impuestos 
distintos: uno a cargo de las personas na-
turales, sucesiones indivisas y sociedades 
conyugales domiciliadas en el Perú; y 
otro a cargo de las personas no domici-
liadas, presumiéndose, en este último caso 
y sin que valga prueba en contrario, que 
los bienes afectos situados territorial-
mente en el Perú son, directa o indirecta-
mente, propiedad de personas naturales y, 
por consiguiente, siempre estarán gra-
vados con el tributo.  La única excepción 
es la de los bienes de propiedad de otros 

Estados y de Organismos Internacionales. 
 
En ambos casos se trata de tributos de 

periodicidad anual, que se determinan 
conforme a la situación configurada al 31 
de diciembre de cada año. 

 
En el caso de los contribuyentes do-

miciliados en el país, el tributo debe de-
terminarse aplicando una escala acumu-
lativa progresiva sobre el patrimonio neto 
radicado en el país, que supere las 200 
unidades impositivas tributarias (UIT). 

 
Si bien el patrimonio neto supone la 

diferencia entre la totalidad de los bienes 
y deudas del contribuyente, las normas no 
consideran para efectos del impuesto 
algunos bienes importantes del activo ni 
casi la totalidad de las deudas, conforme 
veremos en detalle más adelante.  Las ta-
sas aplicables van del 1% al 4%. 

 
El impuesto debe ser pagado mediante 

cuotas trimestrales que, con carácter de 
pagos a cuenta, deben ser abonadas hasta 
el decimoquinto día útil de los meses de 
junio, setiembre y diciembre del periodo 
anual al que corresponde el tributo, en 
función de una porción del impuesto Pa-
gado en el ejercicio anterior.  La cuota de 
regularización debe abonarse en el mes de 
abril del año siguiente. 

 
Para evitar una doble imposición, se 

permite al contribuyente aplicar como 
créditos contra el impuesto a pagar, los 
importes abonados por concepto de los 
impuestos al Valor del Patrimonio Predial 
y Patrimonio Automotriz, Aeronaves y 
Embarcaciones de Recreo, así como la 
porción del Impuesto al Patrimonio Em-
presarial pagado por la sociedad por el 
valor patrimonial de las acciones o parti-
cipaciones de propiedad del contribuyen-
te. 
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Tratándose de los contribuyentes no 
domiciliados, el impuesto se determina 
aplicando la tasa de 4% sobre el valor de 
los bienes radicados en el país, sin que 
puedan deducirse previamente el importe 
de las deudas ni el correspondiente a las 
200 UIT.  Debe ser pagado al final del 
ejercicio por las empresas, personas jurí-
dicas y personas naturales domiciliadas en 
el país que tengan el condominio, po-
sesión o administración de los bienes su-
jetos al impuesto y que pertenezcan a los 
contribuyentes no domiciliados. 

 
Cuando los bienes afectos son accio-

nes o participaciones, también constitu-
yen crédito contra este tributo el Impues-
to al Patrimonio Empresarial pagado por 
la sociedad por el valor patrimonial de 
tales acciones o participaciones. 

 
Con esta breve descripción técnica del 

IPNP estamos en disposición de empezar 
el análisis de los principios constitucio-
nales y de la verificación del cumpli-
miento de los mismos en el estableci-
miento del tributo. 
 
3. PRINCIPIO DE LEGALIDAD 
 
3.1. Concepto y alcances 
 

El principio de legalidad, cuyo enun-
ciado elemental es “no hay tributo sin ley 
que lo establezca”, es reconocido unáni-
memente como pilar básico de los siste-
mas tributarios en los modernos Estados 
de Derecho (13). 

 
Es por todos conocido el origen histó-

rico de este principio, tan ligado al ori-
gen mismo de las Constituciones (14).  
También lo son los fundamentos en los 
que se basa su formulación tradicional, 
es decir, como garantía de la propiedad 
privada contra arbitrarias intromisiones 

del Poder Público en el patrimonio de los 
particulares, y como reconocimiento del 
principio de autoimposición, basado en 
el aforismo “no tributación sin represen-
tación”, según el cual son los ciudadanos 
quienes, a través de sus representantes 
elegidos para conformar el Parlamento, 
legitiman la potestad del Estado de exigir 
los tributos y velan por el respeto de sus 
derechos y la consecución de la justicia 
en la imposición. 

 
Nuestra Constitución señala, en su ar-

tículo 139, que la tributación se rige por 
el principio de legalidad, definiéndolo, 
según la formulación tradicional, en los 
siguientes términos: “Sólo por ley expre-
sa se crean, modifican o suprimen tribu-
tos y se conceden exoneraciones y otros 
beneficios tributarios”.  Por su parte, la 
Norma IV del Titulo Preliminar de nues-
tro Código Tributario indica específica-
mente qué aspectos de la relación jurídi-
ca tributaria están reservados a la ley, 
dándole contenido a la enunciación del 
principio de legalidad recogida en el se-
gundo párrafo del mencionado artículo 
139 (15). 

 
En virtud de las normas citadas, nues-

tro ordenamiento jurídico positivo esta-
blece, en términos generales, los alcances 
del principio de legalidad y de su correla-
to, el principio de reserva de la ley (16). 

 
No obstante lo expuesto, nuestra 

Constitución contiene otras normas que 
flexibilizan la aparente rigidez del con-
cepto general del principio de legalidad.  
La inclusión de tales normas se ha debido 
a la evolución de las concepciones que 
sirvieron de marco teórico para la 
elaboración original de este principio y al 
creciente grado de tecnicismo y general-
mente perentoriedad con que deben ela-
borarse las normas tributaras (17). 
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Ellas pueden ser entendidas bien co-
mo excepciones o desviaciones, cons-
titucionalmente consagradas, del princi-
pio de legalidad, o bien como elementos 
indispensables para tener una idea cabal 
de los verdaderos alcances de la defini-
ción de este principio por nuestra Consti-
tución. 

 
En las aludidas normas, nuestra Cons-

titución establece que el Congreso puede 
delegar en el Poder Ejecutivo la facultad 
de legislar mediante decretos legislativos 
(18); que el Presidente de la República 
tiene la atribución de dictar medidas 
extraordinarias en materia económica y fi-
nanciera (19); y que es el encargado de 
regular las tarifas arancelarias (20).  Asi-
mismo, delimita la potestad tributaria de 
los Gobiernos Locales y Regionales (21).  
Todas ellas han sido concebidas para 
ciertos supuestos y deben observar deter-
minados requisitos a fin de no incurrir en 
violaciones al principio de legalidad. 

 
No vamos a ahondar respecto a cada 

una de estas normas, pero consideramos 
imprescindible referirnos a la delegación 
de facultades legislativas al poder Ejecu-
tivo, ya que es precisamente en virtud de 
estas facultades delegadas que se ha dic-
tado el Decreto Legislativo 451, estable-
ciendo en nuestro país el IPNP que nos 
ocupa. 
 
3.2. Delegación de facultades 
 

El artículo 188 de nuestra Constitu-
ción establece que “el Congreso puede 
delegar en el Poder Ejecutivo la facultad 
de legislar, mediante decretos legislati-
vos, sobre las materias y por el término 
que especifica la ley autoritativa” y aña-
de que “los decretos legislativos están so-
metidos, en cuanto a su promulgación, 
publicación, vigencia y efectos, a las 

mismas normas que rigen para la ley”.  
En el mismo sentido, el artículo 211, in-
ciso 10, señala como atribuciones del 
Presidente de la República el “dictar de-
cretos legislativos con fuerza de ley, pre-
via delegación de facultades por parte del 
Congreso, y con cargo a dar cuenta a 
éste”. 

 
Algunos autores sostienen que dentro 

de las materias que, en virtud del artículo 
188, pueden ser delegadas al Ejecutivo, 
no se encuentra la tributaria (22), justa-
mente debido a lo establecido en el artí-
culo 139 de la Constitución y norma IV 
del Código Tributario.  Sin embargo, la 
gran mayoría coincide en reconocer que 
este artículo 188 introducido en nuestra 
Constitución precisamente para posibili-
tar la aprobación de normas de carácter 
técnico y especializado, entre las cuales 
obviamente están incluidas las tributa-
rias, y que habiendo establecido este mis-
mo artículo que los decretos legislativos 
tienen la misma validez que las leyes 
emanadas del Congreso, ellos tienen, 
según nuestro ordenamiento jurídico, la 
misma fuerza que las leyes en sentido 
formal para constituirse en fuente media-
ta de obligaciones tributarias (23).  
Además, la norma XVII del Título Preli-
minar de nuestro Código Tributario reco-
noce la posibilidad de delegación de la 
materia tributaria. 

 
Debe tenerse en cuenta que para los 

partidarios de esta segunda posición, ella 
es válida sólo partiendo del supuesto de 
que los decretos legislativos se ajusten a 
los límites formales y sustanciales o de 
fondo establecidos en la Constitución y 
la ley autoritativa para esta clase de nor-
mas (24). 

 
Aceptando entonces, que los decretos 

legislativos no atentan por sí mismos 
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contra el principio de legalidad, siempre 
que se observen los límites a los que nos 
hemos referido, pasamos a analizar si en 
la creación del IPNP mediante Decreto 
Legislativo 451, se han respetado o no tal 
es requisitos, y, por esta vía, determinar, 
si no se ha acatado o vulnerado el prin-
cipio de legalidad. 
 
3.3. Requisitos formales de la delega-

ción 
 

Los requisitos formales no tienen la 
importancia que se les reconoce a los re-
quisitos sustanciales o de fondo; sin em-
bargo, su estudio es ineludible, ya que su 
omisión puede acarrear, en algunos ca-
sos, la invalidez del decreto legislativo. 

 
Uno de los requisitos que no ofrece 

mayores dificultades para su análisis es el 
referido al plazo.  La Constitución esta-
blece en términos generales que las 
facultades delegadas deben ejercerse den-
tro del plazo establecido en la ley autori-
tativa.  La ley 24750, que entró en vigen-
cia el 5 de diciembre de 1987, estableció 
en su artículo 29 que las facultades con-
cedidas debían ejercerse dentro del tér-
mino de 120 días útiles.  Con la publica-
ción del Decreto Legislativo 451 el 31 de 
diciembre de 1987, se ha respetado este 
primer requisito referido al plazo. 

 
Un segundo requisito formal, estable-

cido en el artículo 29 de la ley 24750, es 
la exigencia de un informe favorable pre-
vio de una Comisión integrada por las 
Comisiones de Economía y Finanzas de 
las Cámaras de Senadores y Diputados y 
presidida por el Presidente de la Comi-
sión de Economía y Finanzas de la 
Cámara de Diputados.  Este requisito for-
mal ha sido observado por el Decreto 
Legislativo 451, según lo expuesto en sus 
Considerandos.  Sobre este punto desea-

mos dejar claramente establecido, coinci-
diendo con lo expuesto por Enrique Vidal 
H. en su ponencia, que el informe 
favorable de la Comisión es sólo un re-
quisito formal que no puede ser esgrimido 
para afirmar que, en virtud del mismo, se 
convalida cualquier transgresión que el 
decreto legislativo pudiera haber per-
petrado en contra de las exigencias de 
fondo establecidas en la ley autoritativa y 
que analizaremos más adelante.  La aludi-
da Comisión no representa al Congreso ni 
le han sido concedidos poderes para 
modificar los mandatos del mismo.  Es 
sólo una comisión técnica que emite opi-
niones que no son vinculantes ni com-
prometen al Congreso en sí. 

 
En tercer lugar, debemos señalar que 

la Constitución, en el inciso 10 de su artí-
culo 211, establece que cuando el Poder 
Ejecutivo dicta decretos legislativos, 
debe “dar cuenta al Congreso”.  La difi-
cultad estriba aquí en determinar el signi-
ficado y alcances de esta exigencia.  Si 
tenemos en cuenta que, según nuestra 
tradición legislativa, este requisito se 
considera cumplido consignando en los 
Considerandos del decreto la frase “con 
cargo a dar cuenta al Congreso”, pode-
mos afirmar que en el caso del Decreto 
Legislativo 451, éste no se ha cumplido. 

 
Sin embargo, según el artículo 3 del 

Decreto Legislativo 217 este requisito se 
cumple con la publicación del Decreto en 
el Diario Oficial y la remisión al Congre-
so del mismo, condiciones que sí se han 
cumplido. 

 
Pero el asunto no es así de sencillo.  

Creemos que la exigencia de “dar cuenta 
al Congreso” contemplada en nuestra 
Constitución, ha sido desvirtuada por 
nuestra práctica legislativa y el Decreto 
Legislativo 217; que la intención del 
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Constituyente al establecerla era crear un 
mecanismo de control por parte del Con-
greso respecto a las facultades que dele-
gó, a fin de verificar el cumplimiento de 
las condiciones a las que supeditó dicha 
delegación y, en última instancia, conva-
lidar los exceso, defectos o desviaciones 
en que se hubiese incurrido, o dejar sin 
efecto el decreto legislativo (25).  Por 
ello, creemos que es necesario que se 
precise en tal sentido el significado de 
este requisito.  Se evitaría así la discusión 
que es tema central de este capítulo: si se 
han cumplido o no las condiciones sus-
tanciales de la delegación. 

 
Por último, otro requisito formal que 

debe observarse al dictar decretos legis-
lativos es el contemplado en los artículos 
213 y 218, inciso 2, de la Constitución.  
El primero de ellos establece que “son 
nulos los actos del Presidente de la Repú-
blica que no tienen refrendación ministe-
rial”.  El segundo señala como atribución 
del Consejo de Ministros la de “aprobar 
los decretos legislativos que dicte el Pre-
sidente de la República”. 

 
Según autorizados constitucionalistas 

de nuestro medio (26), “en nuestra Cons-
titución rige como principio el de la irres-
ponsabilidad política, civil y penal del 
Presidente”, y por ello “el refrendo minis-
terial es indispensable para que los actos 
del Presidente adquieran efectos jurídicos”. 

 
En lo que al Decreto Legislativo 451 se 

refiere, observamos que sí se cumplió con 
el requisito, según consta en la Fe de 
Erratas publicada en “El Peruano” el 
miércoles 6 de enero de 1988. 
 
3.4. Requisitos de fondo de la delega-

ción 
 

La ley 24750, artículo 29 inciso e), 

facultó al Poder Ejecutivo para que, de 
conformidad con el artículo 188 de la 
Constitución, dicte mediante decreto le-
gislativo las normas destinadas a crear un 
impuesto que afecte el “patrimonio neto 
personal”, considerando la “capacidad 
contributiva”.  Son pues, dos los requisi-
tos de fondo que debe cumplir el Impues-
to creado mediante Decreto Legislativo 
451, a fin de no ser tachado de inconsti-
tucional.  Veamos si los ha cumplido. 

 
Según el maestro arequipeño Eleodo-

ro Romero Romaña (27), el patrimonio 
se define “como el conjunto de derechos 
y obligaciones valuables en dinero de 
una persona.  Está integrado por el activo, 
constituido por los bienes y derechos de 
la persona, y por el pasivo, que está for-
mado por las obligaciones y deudas”. 

 
Como puede apreciarse, no obstante 

hubiera sido suficiente decir que el im-
puesto debía gravar el patrimonio para 
que se entendiera que lo que se debía 
afectar era la diferencia entre los dere-
chos y obligaciones del contribuyente, el 
legislador tomó la precaución de estable-
cer que el patrimonio debía ser “neto”. 

 
Es evidente que se deseaba que no 

existiese duda alguna al respecto.  Se bus-
caba evitar que se interpretara el término 
patrimonio en el sentido que ya había sido 
utilizado otras veces por nuestra le-
gislación: abarcando sólo el concepto de 
activos, como sucede con los impuestos al 
Valor del Patrimonio Automotriz y al 
Valor del Patrimonio Predial, que a pesar 
de ser denominados “tal valor del patri-
monio”, gravan en realidad el valor de 
algún bien, sin que se tome en cuenta el 
concepto de pasivos o deudas. 

 
Por lo expuesto, resulta evidente y 

fuera de toda discusión que, según la ley 
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autoritativa, el impuesto que se crease 
debía ser global: considerar “todos los 
activos” y “todos los pasivos” del contri-
buyente.  De lo contrario, no sería un 
impuesto al patrimonio neto. 
 

La globalidad no es una de las caracte-
rísticas del IPNP, creado por el Decreto Le-
gislativo 451, de donde resulta que el mis-
mo es inconstitucional.  Demostremos esta 
afirmación analizando sus artículos 5 y 6. 

El artículo 5 se refiere a los bienes que 
deben ser considerados para efectos del 
impuesto.  El inciso a) se refiere a los 
“inmuebles”.  Sin embargo, por la refe-
rencia a la forma como deben ser valua-
dos, es decir en función del autoavalúo, se 
interpreta, y el reglamento así lo con-
firma, que se refiere sólo a predios.  No 
incluye, en consecuencia, todos los que, 
según nuestro Código Civil (28), son in-
muebles. 

 
Siguiendo el análisis del artículo 5 

apreciamos que tampoco están incluidos, 
entre los bienes gravados, el dinero en 
efectivo, ni los caballos de paso (29), ni 
los caballos de salto, ni los objetos de 
colección, obras de arte y joyas que no 
estén asegurados ni los bienes intangi-
bles, como los derechos de propiedad in-
dustrial, derechos de autor, usufructo, en-
tre otros. 

 
El artículo 6 se refiere a las deudas, y 

sólo permite deducir aquellas “garantiza-
das por derechos reales sobre bienes si-
tuados en el país, vinculados a la adquisi-
ción o construcción de bienes inmuebles y 
de vehículos automotores”. 

 
En resumen, no se incluyen todos los 

bienes del contribuyente ni todas las deu-
das del mismo, con lo cual éste no sería 
un Impuesto al Patrimonio “Neto” por 
carecer de la necesaria globalidad. 

De otro lado, hemos apreciado cómo la 
ley delegatoria ha exigido también que el 
impuesto a establecer por el Poder Eje-
cutivo debía tomar en cuenta la capacidad 
contributiva. 

 
El concepto de capacidad contributiva 

es muy importante en el Derecho Tribu-
tario.  Como expresa el maestro Héctor 
Villegas, así como el principio de legali-
dad constituye el limite formal respecto al 
sistema de producción de la norma, la 
capacidad contributiva constituye el limi-
te material en cuanto al contenido de la 
norma tributaria, garantizando su justicia 
y razonabilidad. 

 
Dada su importancia, la capacidad 

contributiva suele ser recogida por las 
Constituciones como principio de impo-
sición fiscal.  Si bien la nuestra no la 
menciona en forma expresa, resulta clara 
la intención del Constituyente de acoger-
la cuando, en el artículo 77, expresa que 
todos tenemos el deber de soportar “equi-
tativamente” las cargas establecidas por 
la ley.  Asimismo, cuando se refiere a los 
principios de uniformidad y de justicia, 
también está reconociendo implícitamen-
te que el derecho del Estado a establecer 
tributos está limitado a la capacidad que 
cada persona tiene de soportarlos. 

 
Detrás de la capacidad contributiva 

está la riqueza, porque son las distintas 
expresiones de riqueza las que demues-
tran capacidad contributiva.  Según la 
doctrina, el patrimonio neto personal es 
un excelente recurso para medir la capa-
cidad contributiva, desde que permite 
gravar el valor neto de todos los bienes 
atesorados por una persona a lo largo de 
su vida.  No obstante ello, el legislador 
que otorgó facultades al Poder Ejecutivo, 
tampoco deseaba que hubiese margen de 
duda al respecto.  Por ello, al dictar la ley 
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delegatoria estableció expresamente que 
el impuesto debía tomar en cuenta la ca-
pacidad contributiva. 

 
El impuesto establecido por el Decreto 

Legislativo 451, al no considerar como 
gravados todos los activos del contribu-
yente y permitir deducir sólo algunas de 
sus deudas, es decir, por no ser global, 
como hemos demostrado anteriormente, 
tampoco cumple con la exigencia de to-
mar en cuenta la capacidad contributiva.  
(30). 

 
No cabe duda que el patrimonio de 

algunas personas puede estar constituido 
por bienes no gravados y por ello no tri-
butarán o lo harán por debajo de su ver-
dadera capacidad contributiva.  En cam-
bio, muchos otros que han obtenido im-
portantes deudas para adquirir o mante-
ner activos distintos a los inmuebles y 
automóviles se verán obligados a pagar 
un tributo que no guarda relación razona-
ble con su capacidad contributiva. 

 
En el caso de los no domiciliados, no 

pueden ser más evidentes la falta de 
globalidad del impuesto creado por el De-
creto Legislativo 451 y el hecho de no 
tomar en cuenta la verdadera capacidad 
contributiva.  Para ellos no cabe computar 
deudas ni mínimo no imponible.  El im-
puesto recae sólo sobre el valor de los 
activos y con una tasa proporcional que 
es precisamente la tasa más alta de la es-
cala aplicable a los contribuyentes domi-
ciliados. 

 
Nos imaginamos que este injusto tra-

tamiento ha tenido su origen en supues-
tas dificultades para determinar el im-
puesto a pagar en base a un patrimonio 
neto, en la medida que para un no domi-
ciliado sería difícil agrupar o consolidar 
sus activos y pasivos.  Sin embargo, cree-

mos que la urgente necesidad que tiene el 
país de contar con inversiones extranje-
ras y la obligación que tenía el Poder 
Ejecutivo de cumplir con las indicacio-
nes de la norma delegatoria para no aten-
tar contra el principio de legalidad, de-
bieron motivar un esfuerzo especial del 
legislador para establecer un mecanismo 
apropiado a las circunstancias. 

 
Así, por ejemplo, pudo haberse obli-

gado a los no domiciliados a señalar un 
representante en el país para que sea éste 
quien se encargue de determinar su patri-
monio neto conforme al régimen dis-
puesto para los domiciliados.  Podrían así 
haberse deducido deudas y computado 
mínimo no imponible.  Sólo a falta de tal 
designación se aplicaría el sistema de re-
tención por los responsables con la tasa 
proporcional sobre el valor de cada acti-
vo, operando el sistema a manera de 
castigo y en función de la opción del 
propio contribuyente (31). 

 
Julio de Almeida ha señalado como 

evidencia de falta de globalidad el hecho 
de que no se puedan computar ni los bie-
nes ni las deudas en el exterior.  En nues-
tra opinión, ello puede explicarse por el 
hecho que el legislador ha elegido el 
principio de territorialidad, conforme al 
cual sólo deben tomarse en cuenta para 
efectos del impuesto los bienes ubicados 
y deudas contraídas en el país, siguiendo 
de este modo las conclusiones o sugeren-
cias adoptadas en la Primera Reunión de 
Expertos en Doble Tributación Interna-
cional, que se realizó en Montevideo en 
abril de 1973. 

 
Sin embargo, coincidimos en que, 

siendo éste un impuesto básicamente 
complementario al Impuesto a la Renta, 
debiera haber coherencia entre ambos en 
este aspecto.  Como se sabe, en el Im-
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puesto a la Renta se aplica el criterio del 
domicilio además del de la fuente.  Por 
esta razón, lo lógico habría sido aplicar 
para efectos del IPNP, además del princi-
pio de territorialidad, el principio del 
domicilio; o, en su defecto, eliminar del 
Impuesto a la Renta el criterio del domi-
cilio. 

 
De haberse adoptado el principio del 

domicilio, podría haberse establecido un 
sistema de crédito contra el impuesto por 
los tributos que hubiesen gravado el 
patrimonio en el extranjero, a fin de evitar 
la doble imposición internacional. 
 
3.5. Alcances del Principio de Reser-

va de la Ley 
 

El análisis de los requisitos a que está 
sujeta la delegación de facultades no es 
suficiente para establecer si en la norma-
tividad que rige el IPNP se ha respetado o 
no el principio de legalidad.  Debemos 
tener presente, retomando lo que dijéra-
mos al iniciar este capítulo, la definición y 
alcances del mismo. 

 
Según la Norma IV del Título Prelimi-

nar del Código Tributario, es la ley la 
que debe determinar el hecho imponible, 
fijar la cuantía del tributo y la base para 
su cálculo, señalar al sujeto pasivo, con-
ceder exoneraciones y otros beneficios, 
normar los procedimientos jurisdicciona-
les y administrativos en cuanto éstos 
afecten derechos o garantías individua-
les, definir las infracciones y establecer 
las respectivas sanciones, establecer pre-
ferencias y garantías para la deuda tribu-
taria y, por último, regular las formas de 
extinción de la obligación tributaria por 
medios distintos al pago (32).  Por ello, 
estos aspectos no pueden ser establecidos 
ni modificados por normas de menor je-
rarquía, ni quedar librados al arbitrio del 

órgano administrador.  Lamentablemen-
te, esto no ha sido respetado por las nor-
mas del IPNP. 

 
Respecto a la cuantía del tributo, 

constituye, para la mayoría de los ponen-
tes, una violación al principio de legali-
dad lo señalado en los artículos 2 y 7 del 
Decreto Legislativo 451.  En el primero 
se fijan los patrimonios mínimos grava-
dos, en función de la UIT; en el segundo, 
se establece la forma de determinar la 
cuantía del tributo en base a una escala 
progresiva acumulativa fijada en UIT y 
se señala que “la UIT a que se refiere 
este artículo es la que de manera especí-
fica fijará el Ministerio de Economía y 
Finanzas (MEF), tomando en cuenta la 
variación experimentada por el Indice de 
Precios al Consumidor, elaborado por el 
Instituto Nacional de Estadística”.  Con la 
utilización de estos índices de referencia, 
la cuantía del tributo y la base para su 
cálculo no están determinadas en la ley, 
quedan libradas al arbitrio del Poder 
Ejecutivo. 

 
No negamos la importancia práctica 

que tienen estos índices, pero debe 
establecerse claramente en la ley la forma 
exacta de determinarlos (33).  El requisito 
impuesto al Poder Ejecutivo para ello, 
“tomando en cuenta...”, resulta extrema-
damente vago y peligroso.  Se da pie a 
que fijando una UIT muy baja se amplíe 
el universo de contribuyentes, afectándose 
a quienes no fue la intención gravar al 
crear este impuesto (34) y se pierda la 
progresividad del sistema. 

 
También respecto a la cuantía del tri-

buto, en el Decreto Legislativo se hace 
referencia a “índices de corrección mone-
taria que señale el MEF” para valorizar 
algunos bienes del activo (artículo 5, in-
cisos b, c, i).  Como en el caso anterior, 
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por una vía que no es la ley, se terminará 
influyendo en la cuantía del tributo. 

 
Terminando con el aspecto cuantitati-

vo, debemos señalar que el Decreto Le-
gislativo no establece los montos de los 
pagos a cuenta que regirán para este im-
puesto, limitándose a señalar, en el artí-
culo 9, que son trimestrales y que a tal 
efecto los contribuyentes considerarán 
una “porción” del impuesto determinado 
en el ejercicio anterior, de acuerdo a las 
normas que para cada ejercicio gravable 
fije el MEF.  Siendo los pagos a cuenta 
obligaciones tributarias sustantivas, su 
monto debe ser fijado por ley, no puede 
ser establecido por el Poder Ejecutivo 
mediante Resolución Ministerial. 

 
El único limite impuesto al Poder Eje-

cutivo es que el monto de cada pago a 
cuenta sea una porción del impuesto pa-
gado en el ejercicio anterior.  A pesar del 
amplio margen otorgado, el cual es en 
nuestra opinión inconstitucional, el pri-
mer pago a cuenta del impuesto ha sido 
fijado en 200% del impuesto que hubiera 
correspondido en el ejercicio anterior.  
Aún aceptando que dicho pago, que ven-
ce el 15 de noviembre, corresponde en 
realidad a dos cuotas (la de junio y se-
tiembre), el Poder Ejecutivo se ha exce-
dido en su fijación, porque el 100% no es 
una “porción” de un todo, sino el todo 
mismo. 

 
Respecto a los sujetos pasivos, tanto 

contribuyentes como responsables, éstos 
deben estar señalados en la ley.  Los res-
ponsables del IPNP de cargo de los no 
domiciliados han sido señalados en el ar-
tículo 12 del Decreto Legislativo.  El Re-
glamento señala, además, a otros respon-
sables en su artículo 44, lo cual constitu-
ye también una violación al principio de 
legalidad.  En efecto, el Decreto Legisla-

tivo se refiere a los que tengan el condo-
minio, posesión o administración de los 
bienes gravados.  El Reglamento, en cam-
bio, se refiere a los que tengan el uso, 
goce, usufructo y disposición, lo que re-
sulta correcto por constituir actos posesi-
vos, pero añade a los que tengan la custo-
dia, depósito o tenencia de los bienes 
gravados, que no constituyen actos pose-
sorios porque a través de ellos no se ejer-
ce ninguno de los atributos de la propie-
dad.  La ampliación de los responsables 
trae como agravante que puede darse el 
caso de distintas personas que tengan el 
carácter de responsables al mismo tiem-
po.  ¿Cuál será la relación entre ellos? La 
ponencia del Sub-Tema III seguramente 
nos lo dirá. 

 
Las exoneraciones e inafectaciones 

también deben ser concedidas por ley.  En 
el Decreto Legislativo sólo se han esta-
blecido expresamente dos inafectaciones 
objetivas: no son computables los bienes 
muebles e inmuebles que forman parte 
del patrimonio cultural de la nación a que 
se refiere la ley 24047, ni los predios ru-
rales adjudicados por el proceso de Re-
forma Agraria a cooperativas y otras en-
tidades asociativas. 

 
Sin embargo, mediante Decreto Su-

premo 175-88-EF se ha establecido una 
exoneración objetiva (y sólo para 1988) 
respecto a las acciones y participaciones 
que corresponden a empresas que no han 
iniciado su actividad productiva, y una 
inafectación subjetiva respecto a los Or-
ganismos Gubernamentales Extranjeros u 
Organismos Internacionales.  Estos bene-
ficios nos parecen convenientes y justos.  
Creemos que el primero debiera ser per-
manente y no sólo para 1988 (35).  Sin 
embargo, lo discutible aquí es el medio 
que se ha utilizado para establecerlos.  
¿Se ajustan al principio de legalidad las 
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normas sobre materia tributaria dictadas al 
amparo del artículo 211, inciso 20? 
Creemos que no, que tales normas sólo 
son válidas en situaciones “extraordina-
rias” como lo señala la propia Constitu-
ción (36).  En este caso, nos parece una 
violación del principio de legalidad. 

 
Por otro lado, para Guillermo Ruiz 

Secada el artículo 14 del Decreto Legis-
lativo “resulta siendo el peor de todos los 
artículos violatorios del principio de le-
galidad”, porque “es exageradamente in-
constitucional la facultad que se pretende 
dar a la Dirección General de Contribu-
ciones de recomponer bases imponibles 
basadas en simples presunciones”.  Si tal 
cosa es lo que pretende el artículo, con-
cordamos con él; pero realmente no ve-
mos clara la interpretación de este artícu-
lo, y el artículo 51 del reglamento tampo-
co aclara nuestras dudas; Estamos segu-
ros que nuestra duda será despejada por 
los ponentes de los Temas II y III de estas 
Jornadas. 
 
4. PRINCIPIO DE IGUALDAD 
 
4.1. Aspectos generales 
 

Al igual que el principio de legalidad, 
éste es uno de los pilares de la tributa-
ción.  Sin embargo, como hemos expresa-
do al inicio de este trabajo, es tal vez el 
que más dificultades ofrece para denomi-
narlo (37).  Esta situación nos obliga a 
exponer previamente qué entendemos 
por este principio a fin de facilitar su 
análisis con relación al IPNP. 

 
El principio reconocido por la doctrina 

mayoritaria como “igualdad” tiene di-
versas derivaciones, de ahí que sea fre-
cuente referirse al mismo utilizando dis-
tintas denominaciones, según el aspecto 
de dicho principio al cual se esté uno re-

mitiendo. 
 
Así por ejemplo, el principio de “uni-

formidad” que recoge el artículo 139 de la 
Constitución, y el enunciado “no hay 
privilegio en materia tributaria”, son dis-
tintas formas de enunciar un mismo prin-
cipio tributario: el de igualdad. 

 
La igualdad puede ser entendida en 

forma horizontal, cuando apreciamos que 
no pueden haber tratos diferentes en ra-
zón a circunstancias subjetivas como re-
ligión, edad; sexo, nacionalidad, condi-
ción social, etc.  La doctrina la reconoce 
en este caso como principio de generali-
dad o universalidad.  También puede ser 
entendida en forma vertical, cuando nos 
percatamos que no todos tenemos la mis-
ma capacidad de contribuir; que una mis-
ma imposición puede generar mayores 
sacrificios a unos que a otros y por ello 
concluimos que “debe haber trato igual a 
los iguales y desigual a los desiguales”.  
Estamos así frente al principio de unifor-
midad. 

 
La generalidad significa que el grava-

men se debe establecer en tal forma que 
cualquier persona cuya situación coinci-
da con la señalada como hecho genera-
dor del tributo, deba quedar sujeta a él.  
“De lo que se trata es que nadie debe ser 
eximido debido a privilegios personales 
de clase, linaje o casta” (38). 

 
La uniformidad significa que la carga 

tributaria debe guardar una relación di-
recta con la capacidad contributiva de los 
sujetos pasivos; en otras palabras, que 
debe establecerse una proporcionalidad, 
igualdad y homogeneidad de sacrificio. 

 
No obstante lo expuesto, y a manera 

de confirmación de las evidentes dificul-
tades existentes para denominar este 
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principio, producto de los diversos enfo-
ques que se le dé, pero sin que por ello se 
cambie su esencia misma, apreciamos 
que para Juan del Busto el principio de 
uniformidad es sinónimo de “generali-
dad” tal como la hemos expuesto al ini-
ciar este capítulo.  Sin embargo, vemos 
también como se refiere a la igualdad en 
la acepción que para nosotros tiene la 
“uniformidad” en su brillante análisis so-
bre el principio de “justicia”.  En efecto, 
para dicho ponente la igualdad es una de 
las más importantes manifestaciones del 
principio de justicia, aunque no la única, 
y se expresa en la necesidad de hacer 
recaer la obligación tributaria de manera 
pareja en todos los contribuyentes. 
 
4.2. El principio de igualdad en el 

Impuesto al Patrimonio Neto 
Personal 

 
Al examinar el IPNP, observamos que 

este principio se ve afectado por diversas 
situaciones. 

 
La primera violación a este principio 

la constituye la falta de globalidad del 
impuesto, a la cual nos hemos referido en 
el análisis del principio de legalidad.  La 
exclusión de bienes que integran el haber 
o activo patrimonial, da como resultado 
índices inexactos de la capacidad contri-
butiva. 

 
Julio de Almeida, Juan del Busto y 

Enrique Vidal H. sostienen, con razón, 
que se excluye inexplicablemente un 
conjunto de bienes que son sinónimo de 
capacidad contributiva; como son el caso 
de la tenencia de dinero en efectivo, del 
derecho de propiedad intelectual, de los 
derechos del usufructuario, del usuario, 
los de la servidumbre activa, de objetos 
de colección, de obras de arte y joyas no 
aseguradas, aparatos electrodomésticos, 

mobiliario de lujo y bienes intangibles.  
Por ello, Juan del Busto considera que 
una fórmula más adecuada para definir 
los bienes que integran el patrimonio, 
podría haber sido la adoptada por la le-
gislación colombiana, según la cual, 
constituyen el patrimonio todos los dere-
chos reales y personales apreciables en 
dinero. 

 
Julio de Almeida, resumiendo la vio-

lación del principio analizado, concluye 
que si dos patrimonios netos son iguales 
en su quantum, ambos deberían resultar 
gravados con el impuesto en la misma 
medida, habida cuenta que ponen de ma-
nifiesto una riqueza similar y una capaci-
dad económica análoga, sin importar las 
diferentes clases de bienes que puedan 
integrar dichos patrimonios. 

 
Por su falta de globalidad, nuestro 

IPNP establece un trato injustamente 
desigual a contribuyentes de similar ca-
pacidad contributiva.  Por el simple hecho 
de tener uno de ellos bienes no computa-
bles para el IPNP, no tributa con el mismo 
sacrifico que aquel cuyos bienes se 
encuentran afectos. 

 
También constituye violación al prin-

cipio de Igualdad el tratamiento que dis-
pensa el Decreto Legislativo a las deudas 
computables para la determinación del 
IPNP, toda vez que como hemos analiza-
do anteriormente, sólo son deducibles las 
deudas contraídas en el país que estén 
garantizadas con derechos reales consti-
tuidos sobre bienes situados en el Perú y 
siempre que las referidas deudas estén 
vinculadas a la adquisición o construc-
ción de bienes inmuebles y de vehículo 
automotores (39). 

 
La situación antes descrita se ve agra-

vada en el caso de los contribuyentes no 
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domiciliados a quienes se les niega todo 
derecho a deducir sus deudas en el país, 
configurándose para ellos, en consecuen-
cia, un impuesto al patrimonio bruto.  En 
nuestra opinión, como hemos expresado 
al analizar el requisito de la capacidad 
contributiva exigido por la ley autoritati-
va, nada hubiese impedido al legislador 
permitir al no domiciliado designar un 
representante en el país a fin de hacer 
posible la aplicación del impuesto sobre el 
patrimonio neto. 

 
Otra injusta desigualdad está consti-

tuida por la inaplicabilidad del mínimo 
no imponible de 200 UIT y de la escala 
progresiva para contribuyentes no domici-
liados, en contraposición a lo establecido 
respecto a los domiciliados.  Los prime-
ros reciben un tratamiento fiscal menos 
favorable que los segundos, al establecer 
el presupuesto legal que, a partir de las 
200 UIT, los contribuyentes domiciliados 
tributarán lo que les corresponda de 
acuerdo a su patrimonio y a las tasas pre-
vistas en el Decreto Legislativo 451; 
mientras que los contribuyentes no domi-
ciliados no gozarán de estos beneficios, 
recibiendo por ende un tratamiento dis-
criminatorio según el cual tributarán por 
el IPNP el 4% del valor respectivo de sus 
bienes ubicados en el país (40). 

 
Finalmente, se viola también el princi-

pio de igualdad, cuando, a diferencia de 
los domiciliados, no se les permite a los 
no domiciliados aplicar como crédito 
contra el IPNP el importe de los impues-
tos al patrimonio predial y automotriz, 
pagados respecto a sus bienes gravados 
con el anterior. 

 
A la luz del principio de uniformidad 

contemplado en nuestra Carta Política, 
concluimos que el IPNP deviene en in-
constitucional. 

5. PRINCIPIO DE NO CONFISCA-
TORIEDAD 

 
La no confiscatoriedad de los tributos 

es una garantía recogida expresamente en 
la parte final del párrafo segundo del artí-
culo 139 de nuestra Constitución. 

 
Cuando iniciábamos esta exposición, 

afirmábamos que la Constitución le otor-
ga al Estado la potestad de crear tributos, 
porque reconoce la necesidad que tiene 
éste de recaudar los fondos necesarios 
para financiar los servicios públicos que 
la misma Constitución y las leyes le obli-
gan.  Por ello, nadie niega la legitimidad 
del derecho que tiene a establecer cargas 
tributarias a sus miembros.  Sin embargo, 
decíamos también que dicha facultad no 
era ni podía ser absoluta o arbitraria, por-
que las personas tienen a su vez derechos 
fundamentales que el Estado está obliga-
do a respetar y garantizar.  Uno de estos 
derechos es el de la inviolabilidad de su 
propiedad privada, previsto en el artículo 
125 de la Constitución.  Este derecho de-
riva a su vez de la garantía constitucional 
contenida en el numeral 14 del artículo 2 
de la misma carta política. 

 
Surge, entonces, una especie de con-

tradicción.  Por una parte el derecho legí-
timo del fisco a detraer de los contribu-
yentes parte de sus bienes o renta; y, por 
otra, el derecho del contribuyente a que se 
respete su propiedad privada.  ¿Cómo 
puede entonces hacerse coincidir ambos 
derechos, sin que el ejercicio de uno vul-
nere el del otro? La respuesta es muy 
sencilla: haciendo que el Estado al esta-
blecer los tributos, lo haga respetando 
fielmente los principios de imposición 
fiscal.  Así el ejercicio de su potestad tri-
butaria será legítimo y se estará cum-
pliendo con el enunciado de “no hay con-
fiscación en tributación”.  Si no lo hace, 
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estará vulnerando el derecho a la propie-
dad privada y no habrá propiamente tri-
butación, sino mera confiscación. 

 
Coincidiendo, en parte, con este crite-

rio, los ponentes reconocen en este prin-
cipio una garantía de inviolabilidad del 
derecho individual a la propiedad privada, 
impidiendo el despojo irrazonable de bie-
nes de los ciudadanos por parte del fisco, 
mediante la vía disfrazada de tributos (41). 

 
Sin embargo, existen algunas diferen-

cias de opinión respecto a los alcances 
del principio.  Así para el Ponente Gene-
ral existe confiscación cuando el Poder 
Ejecutivo establece un tributo mediante 
un decreto legislativo, sin respetar fiel-
mente el mandato de la ley autoritativa 
de gravar el patrimonio neto, como ha 
quedado demostrado en el análisis hecho 
sobre el principio de legalidad.  Estamos 
en este caso ante un acto de imposición 
del Poder Ejecutivo que deviene en ilegi-
timo por no corresponder a las facultades 
delegadas. 

 
Del mismo modo, habrá también con-

fiscación cuando el tributo exceda los 
límites que los contribuyentes pueden 
soportar equitativamente, esto es, de a-
cuerdo a su capacidad contributiva, como 
lo exige la misma ley delegatoria y el 
artículo 77 de la Constitución. 

 
Sin embargo, los señores ponentes, 

siguiendo la doctrina mayoritaria y la ju-
risprudencia de otros países (42), parecen 
apreciar las diferencias entre tributación 
y confiscación en el orden cuantitativo 
más que cualitativo, encontrando en la 
práctica, dificultades para precisar cuán-
do termina el impuesto y cuándo empie-
za la confiscación (43). 

 
Según esta tesis, que en mi opinión no 

es errada sino parcial, porque aprecia el 
problema sólo desde el ángulo cuantitati-
vo, dicho principio limitaría la facultad 
estatal en cuanto a la fijación del monto 
del tributo, estableciendo un tope que si se 
excede resulta confiscatorio.  Así se 
manifiesta, acertadamente, que los im-
puestos deben ser razonables, acordes con 
las exigencias de tiempo y lugar y con las 
finalidades económico-sociales de cada 
tributo (44). 

 
El maestro Horacio García Belsunce 

(45), citando a Linares Quintana, sostiene 
que “el eje en torno al cual gira todo el 
sistema jurisprudencial de la Corte 
Suprema argentina, con respecto a la 
confiscatoriedad de las contribuciones, es 
la regla de que un tributo es confiscatorio 
cuando el monto de su tasa es irrazonable 
y este quantum es irrazonable cuando 
equivale a una parte sustancial del valor 
del capital o de su renta...”. 

 
El problema radica precisamente en 

determinar qué se entiende por absorber 
una parte sustancial de la renta o del ca-
pital gravado.  Como anota el mismo Gar-
cía Belsunce, citando esta vez a Bielsa y a 
Felipe Pérez, debido al carácter casuístico 
del tema, no se pueden fijar criterios 
precisos o rígidos para determinar la con-
fiscatoriedad en términos generales y con 
aplicación para todos los gravámenes. 

 
Estando así las cosas, la jurisprudencia 

argentina sólo se ha limitado a declarar 
confiscatorios determinados tributos, 
adoptando porcentajes, al decir de García 
Belsunce, “apriorísticos y cabalísticos”, 
para considerar que pasados los mismos 
se configura la confiscatoriedad inconsti-
tucional. 

 
Tratándose del impuesto inmobiliario o 

contribución territorial se ha señalado que 
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“en tanto la relación entre el valor de la 
propiedad y el quantum de la contribu-
ción sea razonable, la tacha de confisca-
toriedad sólo es admisible si el tributo 
absorbe más del 33% del producto nor-
mal de la eficiente explotación del in-
mueble gravado”. 

 
De esta jurisprudencia podría deducir-

se, entonces, la necesidad de establecer en 
cada caso, para efectos de declarar el 
carácter confiscatorio del gravamen, la 
proporción existente entre el IPNP y el 
índice global de la productividad, real o 
potencial, del patrimonio neto del contri-
buyente.  Pero aún así, como anota en su 
ponencia Enrique Vidal H., resulta discu-
tible por lo arbitrario, la fijación de dicho 
tope. 

 
En el mismo sentido, Juan del Busto 

reconoce en su ponencia que resulta difí-
cil establecer los límites cuantitativos 
para determinar a partir de qué momento 
un impuesto es confiscatorio; ello depen-
derá, anota a continuación, de una valo-
ración vinculada a las circunstancias eco-
nómicas y generales del país, así como al 
conjunto de ideologías que predominan 
en un momento y en un lugar determina-
do. 

 
De otro lado, señala también en su 

ponencia Juan del Busto, citando a Pérez 
de Ayala, que “es confiscatorio un im-
puesto cuando para pagarlo, el ciudadano 
ha de liquidar y disponer de parte de su 
patrimonio y con su producto hacer frente 
al abono del tributo”.  Concluye así que 
este tributo debe ser satisfecho con cargo 
a la renta real o potencial de los bienes 
productivos o improductivos del contri-
buyente, precisando, que el impuesto se 
mide sobre el patrimonio y se paga con la 
renta del mismo. 

Refiriéndonos específicamente al IPNP 
establecido en el Perú, a diferencia de uno 
de los ponentes que considera que el 
mismo no es confiscatorio (46), dos de las 
ponencias se pronuncian categóricamente 
en sentido contrario.  Una de ellas es la de 
Enrique Vidal H., quien analiza el 
problema desde un punto de vista general, 
no casuístico.  En su ponencia nos 
muestra un cuadro comparativo del nivel 
de las tasas máximas del impuesto en los 
catorce países que lo aplican o lo han 
aplicado en algún momento.  En dicho 
análisis puede apreciarse muy claramente 
que el nivel de las tasas máximas del im-
puesto establecido en el Perú es el doble o 
más del doble de las establecidas en los 
otros países (47). 

 
Esta situación se ve agravada cuando 

se observa que varios de los países que 
cuentan con este tributo, no tienen otros 
gravámenes al patrimonio neto que se 
superpongan con el IPNP, porque no 
existen o porque los bienes computables 
para uno de ellos no lo son para el otro.  
Incluso en algún país, como el Uruguay, 
no existe el Impuesto a la Renta, por lo 
que el IPNP resulta sustitutorio del ante-
rior.  En otros casos, como en Alemania, 
el IPNP es deducible para efectos de la 
determinación de la renta imponible sujeta 
al Impuesto a la Renta. 

 
La comparación de las tasas máximas 

efectuada y la observación que hace de la 
función que cumple el IPNP como com-
plemento del Impuesto a la Renta, para 
darle mayor progresividad (48), lleva a 
concluir enfáticamente a Enrique Vidal 
H. que la estructura de las tasas del nue-
vo tributo tiene niveles confiscatorios. 

 
Para dicho ponente esta situación se 

ve agravada cuando se aprecia que exis-
ten en el país una serie de tributos que 



 98 

afectan total o parcialmente la misma 
expresión de riqueza. 

 
La doble o múltiple imposición, aun-

que no recomendable administrativamen-
te, no constituye en sí misma una viola-
ción de la Constitución.  Nada impediría 
al Estado establecer varios tributos sobre 
un mismo hecho, los cuales actuarían 
entre ellos como sobretasas (49).  Sin em-
bargo, esta afirmación está condicionada 
a que el conjunto de tales tributos no su-
pere el límite que fija el concepto de 
confiscatoriedad. 

 
No cabe duda entonces que para me-

dir el nivel de la cuantía del IPNP y de-
terminar así su confiscatoriedad, debe te-
nerse presente, también, la relación que 
existe entre este tributo y los demás que 
integran nuestro sistema tributario, y que 
afectan la misma expresión de riqueza. 

 
Como es sabido, en aplicación de la 

Ley 24750, a partir del ejercicio 1988, las 
empresas, salvo el caso de las inmobi-
liarias, ya no podrán considerar como pa-
gos a cuenta de su Impuesto al Patrimo-
nio Empresarial el Impuesto al Valor del 
Patrimonio Predial que grava la tenencia 
de bienes inmuebles y el Impuesto al Pa-
trimonio Automotriz.  Por lo tanto, si bien 
el Impuesto al Patrimonio Empresarial, 
pagado por la empresa de la cual es ac-
cionista el contribuyente del IPNP, cons-
tituye un crédito contra este tributo, al 
nivel de la carga impositiva patrimonial 
que soporta dicha empresa, habrá una 
doble imposición que de alguna manera 
afectará también en su conjunto al contri-
buyente del IPNP. 

 
No obstante lo expuesto, reconocemos 

que resulta dificultoso sumar al IPNP las 
cargas tributarias que suponen los im-
puestos que gravan la tenencia de activos 

fijos, como son los Impuestos al Valor del 
Patrimonio Predial y al Patrimonio 
Automotriz, Aeronaves y Embarcaciones 
de Recreo, cuando éstos afectan a nivel de 
la empresa.  Donde no cabe dificultad 
alguna para efectuar dicha suma es en el 
caso del Impuesto a la Renta Mínima 
Presunta, incorporado recientemente al 
régimen del Impuesto a la Renta por el 
Decreto Legislativo 399. 

 
En aplicación de este régimen, la ren-

ta neta global de las personas naturales 
contribuyentes del Impuesto a la Renta, 
con patrimonio neto mayor a 1,200 UIT, 
no podrá ser inferior al 3% del valor de 
su patrimonio.  De esta forma, además de 
afectar rentas que otras normas han exo-
nerado, lo que el legislador ha pretendi-
do, sin duda alguna, es gravar con el Im-
puesto a la Renta el rendimiento que el 
patrimonio está en capacidad de produ-
cir, buscando de ese modo afectar el ca-
pital improductivo (50). 

 
Ahora bien, si aceptarnos la afirma-

ción que cuando se grava el patrimonio 
se pretende que el tributo sea pagado con 
la renta que produce o que sea capaz de 
producir, concluiremos que tanto el me-
canismo de la renta mínima presunta 
como el IPNP, constituyen dos formas 
distintas de afectar una misma expresión 
de riqueza y, en consecuencia, deben ser 
tomados en cuenta en forma conjunta 
para el análisis del grado de confiscato-
riedad de este último. 

 
Finalmente, confirmando un poco la 

tesis expuesta en la parte inicial del aná-
lisis de este principio fiscal, Juan del 
Busto encuentra también como causas 
para considerar al IPNP como confisca-
torio, una serie de circunstancias que tie-
nen directa relación con el respeto a la 
capacidad contributiva. 



 99 

Así, por ejemplo, para dicho ponente el 
tributo es confiscatorio cuando, a pesar 
que se supone que grava el patrimonio 
neto, ignora las deudas en las que pueda 
haber incurrido el contribuyente para la 
formación del patrimonio afecto y sólo 
permite deducir, para determinar la base 
imponible, las deudas garantizadas por 
derechos reales sobre bienes situados en 
el país, vinculadas a la adquisición o 
construcción de bienes inmuebles y de 
vehículos automotores, como si éstos 
fuesen los únicos activos gravados con el 
tributo. 

 
Sucede así que para un contribuyente 

que base su patrimonio en acciones de 
sociedades, para cuya obtención incurrió 
en importantes deudas, el impuesto ter-
minaría aplicándose sobre un patrimonio 
inexistente. 

 
Para Juan del Busto, constituye tam-

bién confiscación cuando el nudo propie-
tario se ve en la obligación de pagar el 
impuesto sobre un patrimonio en el que se 
encuentran incluidos bienes cedidos a 
terceros y que, en consecuencia, no le 
producen renta real o potencial que le 
permita hacer frente al mismo.  Sin em-
bargo, creo que a esta afirmación podría 
oponerse el artículo 1010 del Código Ci-
vil, que permite al nudo propietario re-
sarcirse repitiendo contra dichos terceros 
el impuesto pagado respecto al bien cedi-
do, claro está con las dificultades que im-
plicaría establecer su monto exacto. 

 
Como estos ejemplos, creo que pue-

den obtenerse muchos más, como es el 
caso del propietario cuyos inmuebles 
están arrendados, sometidos a la ley de 
inquilinato o que por las normas referi-
das al régimen de administración de pre-
cios actualmente vigente en el Perú, per-
ciben rentas muy por debajo de lo que el 

inmueble estaría en capacidad de produ-
cir en una situación de mercado libre. 

 
Del mismo modo tenemos el caso de 

los depósitos bancarios.  Tal vez una de 
las pocas excepciones razonables a la 
globalidad del impuesto debió ser la ex-
clusión de la totalidad de los depósitos 
bancarios de la base imponible.  ¿Cómo 
justificar éticamente la permanencia en el 
patrimonio neto del contribuyente, para 
los efectos del impuesto, de los importes 
depositados en las entidades del sistema 
financiero nacional, cuando la renta que 
éstos generan no alcanza a cubrir, ni si-
quiera remotamente, los altos índices in-
flacionarios que soporta actualmente el 
país? Cuando el índice de inflación anual 
excede del mil por ciento y las tasas 
efectivas máximas de interés anual que 
están autorizadas a pagar las institucio-
nes financieras apenas alcanzan a 
268.98%; sólo el hecho de tener tales de-
pósitos supone perder cada día una parte 
importante del capital.  Por esta razón, lo 
lógico era exonerarlos, sin límite alguno, 
de la misma manera que se exoneran los 
intereses del Impuesto a la Renta. 

 
Juan del Busto hace también una inte-

resante referencia a los casos de acreedo-
res del exterior que, por aplicación del 
inciso h) del Art. 5 del Decreto Legislati-
vo 451, deben considerar su crédito para 
los efectos del impuesto a su valor nomi-
nal, sin poder reajustarlo de acuerdo a la 
cotización internacional de la deuda que, 
en las actuales circunstancias, está muy 
por debajo de los valores nominales, da-
das las evidentes dificultades para obtener 
o remesar divisas.  Este será otro caso de 
confiscación porque se obliga a pagar 
impuesto sobre un patrimonio total o 
parcialmente inexistente. 

 
En resumen, desde el punto de vista 
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cuantitativo habrá que analizar cada caso 
en particular, a fin de determinar si el 
tributo grava a niveles adecuados una 
expresión de riqueza que efectivamente 
demuestre capacidad contributiva.  De lo 
contrario, habrá confiscación y no tribu-
tación. 
 
6. PRINCIPIO DE ECONOMIA EN 

LA RECAUDACION 
 

Decía Adam Smith, entre sus máximas 
sobre imposición, que la gestión de la 
recaudación de los tributos debe oca-
sionar al fisco el menor gasto posible.  
Esta máxima es recogida por nuestra 
Constitución en el texto del artículo 139, 
como principio de imposición fiscal. 

 
Contrario a lo sostenido por algunos 

profesionales en la materia (51), según los 
cuales este principio sería una simple 
recomendación al legislador, creemos que 
al igual que los demás principios re-
cogidos expresamente en la Constitución, 
éste constituye una verdadera garantía 
para el contribuyente. 

 
En efecto, hemos expresado repetidas 

veces que el objetivo principal de los tri-
butos es el de procurar ingresos al Estado 
para que pueda prestar los servicios 
públicos.  Reconocemos que también se 
persigue con ellos objetivos extrafiscales, 
atendiendo a su carácter instrumental de 
la política económica.  Pero, en ningún 
caso, podría sostenerse válidamente una 
imposición per se, porque al carecer de 
causa o razón la convertiría en ilegítima.  
Ello ocurriría, sin duda alguna, si el Esta-
do establece un impuesto al patrimonio 
neto personal cuyo costo administrativo 
de recaudación y control fiscal es de tal 
magnitud que toda o gran parte de la re-
caudación debería destinarse a dicho fin 
(52), lo cual impediría que se cumplan las 

finalidades naturales del impuesto. 
 
Precisamente para evitar, por absurdo 

e injusto, este inútil sacrificio de los con-
tribuyentes, es que los constituyentes han 
recogido expresamente este principio en 
la Constitución.  Por ello el Estado tiene 
el deber de respetarlo (53) y los contri-
buyentes el derecho a exigir su cumpli-
miento a través de las vías que le dispen-
sa la propia Constitución y la ley. 

 
En nuestro país existen antecedentes 

sobre el reconocimiento de este princi-
pio, ocurrido incluso antes de ser incor-
porado en el texto constitucional.  Recor-
demos, por ejemplo, cómo los impuestos 
sucesorios fueron derogados por el De-
creto Ley 22719, argumentándose en su 
parte considerativa, como causal de tal 
derogación, “el permitir a la administra-
ción reorientar sus recursos hacia el con-
trol y fiscalización de otros tributos de 
mayor significación”.  Del mismo modo, 
con ocasión de la creación del Impuesto 
a los Bienes y Servicios por el Decreto 
ley 19620, se derogaron cerca de cuaren-
ta tributos nacionales y regionales que se 
aplicaban específicamente a determina-
dos bienes y servicios, los cuales consti-
tuían un verdadero conglomerado de dis-
positivos legales y administrativos, con 
las respectivas complicaciones, toda vez 
que cada uno de ellos tenía su propio sis-
tema de pago y administraciones diferen-
tes.  Por la misma razón de economía en 
la recaudación, el antiguo Impuesto de 
Rodaje fue sustituido y convertido en un 
gravamen más a los combustibles, faci-
litándose de ese modo su administración. 

 
Ahora bien, lo expuesto no significa 

que no reconozcamos las evidentes difi-
cultades existentes para verificar el res-
peto de este principio, hasta el punto que 
pueda ser de muy difícil probanza para el 
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contribuyente que desee ampararse en el 
mismo para alegar la inconstitucionalidad 
del tributo. 

 
La falta de un presupuesto de gastos 

detallado por tributos por parte de la ad-
ministración tributaria, obligaría a recurrir 
a pruebas indiciarias. 

 
Tratándose del IPNP, la situación es 

especialmente grave por dos razones.  La 
primera es que se trata de un tributo que 
requiere de una costosa estructura admi-
nistrativa para evitar que su aplicación se 
convierta en causa de mayores inequida-
des.  Debe tenerse en cuenta que su pago 
responderá más a la voluntad de los con-
tribuyentes que quieren cumplir y nues-
tro país no se caracteriza precisamente 
por un alto índice de cumplimiento vo-
luntario, sino, por el contrario, existe un 
ámbito de informalidad creciente, incen-
tivado en forma continua y permanente 
por la propia burocracia. 

 
Además, como anota Alfredo Vidal, es 

notoria la ineficiencia técnica y falta de 
infraestructura de que adolece nuestra 
administración, que se ve traducida en 
escasa eficiencia recaudatoria en lo que a 
impuestos directos se refiere. 

 
La segunda razón es que la experien-

cia habida en los diversos países que han 
adoptado dicho tributo demuestra que es-
tamos ante un medio de escasa recauda-
ción fiscal. 

 
Alfredo Vidal, recogiendo un trabajo 

efectuado por el economista japonés No-
boru Tanabe en 1967, nos muestra en su 
ponencia un cuadro sobre la eficiencia 
recaudatoria de este tributo en relación 
con los ingresos tributarios totales de los 
diversos países donde se ha aplicado.  En 
él demuestra su escasísima significación 

desde este punto de vista. 
 
En nuestro país aún no hay una idea 

sobre lo que se recaudará por dicho con-
cepto.  Es más, su recaudación ni siquiera 
ha sido considerada entre los ingresos tri-
butarios para el Presupuesto Público del 
presente año.  Se trataría de un ingreso 
adicional, calculado extraoficialmente en 
0.5% del P.B.I., cantidad que me niego a 
aceptar por consideraciones que no resulta 
adecuado tratar en este trabajo. 

 
Nos cuenta el mismo autor japonés 

que, precisamente, la constatación de es-
tas dos realidades, esto es el enorme gas-
to administrativo requerido para su con-
trol y su escasa significación recaudato-
ria, determinó que el Japón optase por 
derogar el tributo al poco tiempo de su 
implantación. 

 
Creemos que esta constatación es más 

válida en un país subdesarrollado como el 
nuestro, donde no existen, ni siquiera de 
lejos, los niveles de riqueza ni la es-
tructura administrativa de un país como el 
Japón. 
 
7. PRINCIPIOS DE PUBLICIDAD, 

OBLIGATORIEDAD Y CERTEZA 
 

El principio de publicidad establecido 
en forma general en el artículo 87 de la 
Constitución, ha vuelto a ser recogido en 
relación a la tributación en el artículo 
139.  En nuestra opinión esto se debe a 
que sus alcances en esta materia son mu-
cho más amplios, siendo aplicable no 
sólo a las normas jurídicas formales, sino 
a todos los dispositivos que pudieran ac-
tuar como tales. 

 
Coincidimos en que resulta reiterativo 

respecto a las materias que, según el 
principio de legalidad, están reservadas a 
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la ley, pero consideramos que es una ga-
rantía necesaria respecto a las que no 
están sujetas a dicho principio.  Así lo 
entiende el último párrafo de la norma XI 
del Título Preliminar del Código Tributa-
rio, que señala: “las resoluciones que 
contengan directivas o instrucciones de 
carácter tributario que, por su naturaleza, 
sean de aplicación general, deberán ser 
publicadas en el Diario Oficial”. 

 
El principio de obligatoriedad, aplica-

ble también a toda norma o dispositivo 
que se refiera a la tributación, tiende a 
poner en relieve que el ejercicio del po-
der fiscal termina en el momento legisla-
tivo.  Luego de este hecho, tanto el ente 
administrador, recaudador o sujeto acti-
vo, como el sujeto pasivo o los denomi-
nados terceros, quedan obligados a su 
cumplimiento.  Así, por ejemplo, el sujeto 
activo de la relación jurídica tributaria 
sustantiva no podrá disponer de su 
acreencia; el ente administrador no podrá 
exigir a los contribuyentes o terceros el 
cumplimiento de obligaciones o deberes 
que no hayan sido establecidos en dicha 
normatividad. 

 
Por último, el principio de certeza tam-

bién tiene como objetivo dar seguridad al 
sistema jurídico tributario.  Establece que 
las normas que regulan la tributación 
deben ser claras y no dejar margen a 
dudas o a más de una interpretación.  Así, 
los sujetos de las relaciones jurídicas que 
se establezcan con referencia a materias 
tributarias, sabrán exactamente cuáles son 
sus derechos y obligaciones o deberes. 

 
Como hemos visto, estos tres princi-

pios buscan contrarrestar las posibilida-
des de arbitrariedad por parte de la admi-
nistración tributaria, cuya actividad debe 
ser reglada y no discrecional, y dar al 
contribuyente la seguridad que requiere 

para el correcto cumplimiento de sus 
obligaciones tributarias. 

 
Respecto a su aplicación en relación al 

IPNP, hasta el momento no hemos no-
tado, y esperamos que las cosas sigan así, 
transgresiones a los dos primeros.  Sin 
embargo, respecto al tercero, debemos 
concordar con Juan Del Busto cuando 
sostiene que “hay varios supuestos de os-
curidad, ambigüedad y duda”.  Algunos 
están contenidos en el Decreto Legislati-
vo 451, como por ejemplo, ¿Cuáles son 
los patrimonios netos afectos para el 
ejercicio 1988 (art. 2)? ¿Cuáles son las 
deudas computables (art. 6)?, ¿Se aplican 
los artículos 1 y 2 a los no domiciliados?, 
¿Los pagos a cuenta de las personas na-
turales que fallecen antes que termine el 
ejercicio se imputan como realizados por 
la sucesión o los herederos según quien 
sea el contribuyente el último día del 
ejercicio?, ¿Qué alcances tiene la facultad 
dada a la Dirección General de Con-
tribuciones en el art. 14?, ¿Cómo deter-
minan el patrimonio neto las sociedades 
imbricadas? 

 
Estas interrogantes han sido despeja-

das por el Reglamento y por otras 
disposiciones del poder Ejecutivo. 
 
8. CONCLUSIONES 
 
1. Es lícito y necesario el derecho que 
tiene el Estado de establecer tributos para 
financiar la obra y los servicios públicos, 
así como para mejorar la distribución de 
la riqueza; por ello, todos tenemos el de-
ber de pagarlos. 
 
2. Pero dicha facultad no puede ser abso-
luta, porque las personas tienen a su vez 
derechos fundamentales que el Estado 
está obligado a respetar y garantizar y 
que, por ello, se encuentran expresamen-
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te recogidos en la Constitución Política 
del Perú como “principios de imposición 
fiscal”. 
 
3. Los principios constitucionales de im-
posición fiscal no constituyen simples re-
comendaciones al legislador, sino pre-
ceptos de observancia obligatoria para el 
que detenta la potestad tributaria y su 
cumplimiento puede ser objeto de control 
jurisdiccional posterior. 
 
4. En consecuencia, es lícito, aunque no 
necesariamente conveniente, que el Esta-
do Peruano establezca un impuesto al pa-
trimonio neto personal, por constituir éste 
una evidente expresión de riqueza que 
manifiesta capacidad contributiva; pero, 
al hacerlo, debe respetar fielmente los 
principios de imposición fiscal porque, de 
lo contrario, deviene en ilegítimo. 
 
5. Para determinar si se ha respetado o 
no el principio de legalidad deben exami-
narse los requisitos formales y sustancia-
les a que está sujeta la delegación de fa-
cultades legislativas al Poder Ejecutivo. 
 

En cuanto a los primeros apreciamos 
que se ha cumplido con los requisitos re-
feridos al plazo, al informe favorable de la 
Comisión Bicameral Especial del Con-
greso, a la exigencia de dar cuenta al 
Congreso y a la refrendación ministerial. 

 
En cambio, en relación a los requisi-

tos de fondo se observa que se viola el 
principio de legalidad porque el Decreto 
Legislativo 451 ha excedido las faculta-
des delegadas al Poder Ejecutivo me-
diante la Ley 24750, al no haber estable-
cido un impuesto al patrimonio neto per-
sonal ni respetar la capacidad contributi-
va. 

 
Tampoco se ha respetado el principio 

de reserva de la ley al haberse fijado, por 
una vía distinta a la ley, aspectos reserva-
dos a la misma, como son: el haberse 
delegado a sí mismo el Poder Ejecutivo la 
fijación de elementos importantes para la 
determinación de la cuantía del tributo, 
como la UIT, los índices de corrección 
monetaria y el monto de los pagos a 
cuenta; haberse señalado responsables y, 
finalmente al haberse otorgado exencio-
nes 
 
6. Se transgrede el principio de igualdad 
porque al desconocerse la globalidad que 
supone un impuesto al patrimonio neto, 
se discrimina, sin razón, en favor de 
aquellos patrimonios conformados prin-
cipalmente por bienes no afectos; y en 
contra de aquéllos cuyas deudas han sido 
obtenidas para financiar bienes gravados 
distintos a los inmuebles y automóviles. 
 

También se atenta contra este princi-
pio porque se discrimina, sin razón, con-
tra el contribuyente no domiciliado, a 
quien se le aplica la tasa de 4% sobre su 
patrimonio bruto, sin permitírsele com-
putar mínimo no imponible ni como cré-
dito el Impuesto al Valor del Patrimonio 
Predial y el Impuesto al Patrimonio Em-
presarial pagados en el país por sus bie-
nes. 
 
7. Se incumple con el principio de no 
confiscatoriedad porque, al no respetar 
los principios de imposición fiscal, el 
ejercicio del poder de imposición devie-
ne en ilegítimo, convirtiéndose de ese 
modo en una violación a la propiedad 
privada. 
 

Desde el punto de vista cuantitativo, 
también existen indicios generales del 
carácter confiscatorio del tributo si se tie-
ne en cuenta que las tasas del mismo su-
peran en más del doble al que rige en los 
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demás países donde se aplica.  Sin embar-
go, es en el análisis de cada caso que se 
podrá determinar dicho carácter confis-
catorio, lo que dependerá, básicamente de 
la estructura patrimonial de cada con-
tribuyente, y de la posibilidad real o po-
tencial de generar renta de los bienes 
gravados. 
 
8. Es probable que tampoco se respete el 
principio de economía en la recaudación, 
lo cual se deduce principalmente de la 
experiencia de otros países que aplican 
este tributo, donde ha quedado demostra-
da su baja recaudación y su elevado costo 
administrativo, situación que se ve agrava  

notoriamente en nuestro país ante la ine-
ficiencia técnica y falta de infraestructura 
de que adolece nuestra administración. 
 

Sin embargo reconocemos que la falta 
de información oficial sobre esta materia 
impide contar con los medios necesarios 
para demostrar esta violación de la 
Constitución. 
 
9. Finalmente, respecto a los principios de 
publicidad y obligatoriedad no hemos 
notado transgresiones; habiéndose dado 
varios supuestos de oscuridad, los cuales 
han sido aclarados por disposiciones 
complementarias y reglamentarias. 

 



 105

 
 

CITAS Y NOTAS 
 
 
(1) Constitución Política del Perú, 

artículo 79. 
(2) Constitución Política del Perú, 

artículo 80. 
(3) Constitución Política del Perú, 

artículo 81. 
(4) Constitución Política del Perú, 

artículo 87. 
(5) Constitución Política del Perú, 

artículo 74. 
(6) Constitución Política del Perú, 

artículo 125. 
(7) Constitución Política del Perú, 

artículo 77. 
(8) Giuliani Fonrouge, Derecho Finan-

ciero, 2da. edición, Vol. 1, pág. 279. 
(9) Citado por Horacio García Belsun-

ce, “Temas de Derecho Tributario”, 
Editorial Abeledo-Perrot, Bs. AS., 
pág. 77 

(10) Constitución Política del Perú, ar-
tículo 81. 

(11) Geraldo Ataliba, Revista del Instituto 
Peruano de Derecho Tributario, Vol. 
No. 11, diciembre 1986, pág. 29. 

(12) Para Juan del Busto, los principios, 
cuando son recogidos por la Consti-
tución, se convierten en preceptos y 
garantías constitucionales de obser-
vancia obligatoria.  Su falta de cum-
plimiento o contradicción por una 
ley originan la anticonstitucionali-
dad de la misma.  No son meras re-
comendaciones, son siempre obliga-
torias para el legislador y constitu-
yen garantía para los administrados, 
aunque reconoce que los principios, 
como todo cuadro axiológico, si-
guen una escala de valor. 

Guillermo Ruiz es de la misma opi-
nión al señalar que todas las dispo-
siciones contenidas en la Constitu-
ción tienen la misma jerarquía.  Sos-
tiene, asimismo, que la enumeración 
contenida en el Art. 139 de la Cons-
titución es enunciativa y no taxativa, 
porque existen otros principios 
obligatorios que no están en la 
Constitución, pero sí en las ciencias 
financieras. 
Para Enrique Vidal H., los princi-
pios constitucionales determinan los 
límites al poder de imposición del 
Estado, son frenos indispensables a 
la común voracidad fiscal de los Es-
tados modernos, especialmente los 
latinoamericanos.  Para el individuo 
constituyen el fundamento que le 
permite exigir se respete su libertad 
individual. 
Julio de Almeida también coincide 
con los demás en el carácter de lími-
te o parámetro que tienen los princi-
pios, que no pueden ser traspasados 
por el Estado al ejercer su poder tri-
butario y que constituyen por ello 
garantías que amparan a los contri-
buyentes frente al uso desmedido 
del poder fiscal.  Sin embargo, para 
él no todos los preceptos tienen el 
carácter de principios.  Para dicho 
ponente sólo son principios los de 
legalidad, uniformidad y no confis-
catoriedad.  La justicia constituye 
un valor; la publicidad un requisito 
para la validez de las normas jurídi-
cas; la obligatoriedad una caracterís-
tica de los tributos; y la certeza un 



 106 

ideal de toda norma legal. 
(13) Así lo reconoce la doctrina y en ello 

concuerdan todos los ponentes al 
Tema I de estas jornadas. 

(14) Montero Traibel, José Pedro. “Siste-
ma Tributario - Principios Genera-
les del Derecho Tributario”, en Re-
vista del Instituto Peruano de Dere-
cho Tributario, Vol. No. 9, diciem-
bre 1985, pág. 23. 

(15) La Norma IV de nuestro Código Tri-
butario reproduce casi textualmente 
el artículo 4 del Código Modelo 
para América Latina, con algunos 
agregados respecto a los alcances de 
la potestad tributaria de los Gobier-
nos Locales y Regionales y respecto 
a la facultad del Poder Ejecutivo de 
modificar la cuantía de los tributos 
“tasa” (aspecto que ha sido seria-
mente cuestionado por parte de los 
autores nacionales, por considerár-
sele inconstitucional).  Como sabe-
mos, el Código Modelo contiene 
una de las concepciones más am-
plías y rígidas de los principios de 
legalidad y de reserva de la ley. 

(16) Para nosotros, ambos principios no 
son sinónimos sino, más bien, dos 
aspectos de un mismo tema: mien-
tras que el primero señala que los 
tributos deben crearse por ley, el se-
gundo especifica qué aspectos de-
ben estar necesariamente contem-
plados en dicha ley, a fin de que se 
cumpla con el principio de legali-
dad. 
Existen entre los ponentes, sin em-
bargo, opiniones distintas.  Para 
Juan Del Busto la expresión reserva 
de la ley es otro nombre con el que 
se conoce el principio de legalidad.  
Para Enrique Vidal H., el principio 
de legalidad tiene un alcance amplio 
aplicable a todo el Derecho y un al-
cance específico aplicable al Dere-

cho Tributario, el cual se conoce 
como reserva de la ley. 

(17) La evolución de las concepciones 
que sirvieron de marco teórico para 
la elaboración original de este prin-
cipio (derecho de propiedad casi ab-
soluto, estricta separación de los 
Poderes del Estado, consideración 
del Poder Legislativo como primer 
poder del Estado y único legitimado 
y capacitado para dictar normas 
jurídicas, y la concepción del tributo 
neutro), ha sido brillantemente ex-
puesta por Roque García Mullin en 
su ensayo “Hacia una Redefinición 
del Principio de Legalidad”, expues-
to en las Primeras Jornadas Regio-
nales de Derecho Tributario, reali-
zadas en Punta del Este en noviem-
bre de 1972, reproducidas por el 
Centro Interamericano de Estudios 
Tributarios como documento número 
3 del Curso Interamericano. 

(18) Constitución Política, artículos 188 y 
211, inciso 10. 

(19) Constitución Política, artículo 211, 
inciso 20. 

(20) Constitución Política, artículo 211, 
inciso 22. 

(21) Constitución Política, artículo 139, 
tercer y cuarto párrafos. 

(22) Según el Dr. Eguiguren Praeli 
(“Normas Contrarias a la Constitu-
ción y la Ley”, en Revista del Foro, 
CAL, Año LXII, No. 1, 1984), el 
Poder Legislativo no puede delegar 
la facultad de señalar al sujeto pasi-
vo, hecho imponible, base de cálcu-
lo y quantum del tributo, por ser as-
pectos reservados a la ley en sentido 
formal. 

(23) Según la doctrina dominante en 
América Latina (y según lo estable-
cido en el artículo 23 de nuestro 
Código Tributario), es la realización 
del presupuesto legalmente estable-



 107

cido, la fuente inmediata de dichas 
obligaciones. 

(24) Para Julio de Almeida resulta reco-
mendable que el Congreso, al auto-
rizar al Poder Ejecutivo para crear 
tributos, fije -como parámetro- los 
aspectos sustantivos más importan-
tes del mismo, es decir, no sólo el 
hecho gravado sino, también, los 
topes para la cuantía del impuesto y 
de la base para su cálculo, a fin de 
dejar diseñado el marco dentro del 
cual debe desenvolverse el Poder 
Ejecutivo al crear el Tributo. 

(25) Miguel Mur hace interesantes apre-
ciaciones respecto a esta exigencia 
en la primera parte de su ponencia. 

(26) Rubio y Bernales, “Constitución y 
Sociedad Política”, págs. 365 y 377. 

(27) Romero Romana, Eleodoro. “Los 
Derechos Reales”. Ed. P.T.C.M. 
Lima, 1947, pág. 11. 

(28) Código Civil, artículo 885. 
(29) Enrique Vidal H. justifica la exclu-

sión sosteniendo que es una medida 
de fomento a sus criadores, por tra-
tarse de animales oriundos del Perú. 

(30) La teoría de que el legislador podría 
haber deseado que se creara un 
IPNP parcial no cabe, desde que con 
ello no podría medirse la capacidad 
contributiva. 

(31) Para un análisis más profundo sobre 
las características del Impuesto res-
pecto a los no domiciliados, consúl-
tese la ponencia de Alfredo Vidal H. 

(32) Como ya hemos dicho, esta norma 
es la que da contenido a la enuncia-
ción del principio de legalidad por 
el artículo 139 de nuestra Constitu-
ción.  En tal sentido, debe conside-
rarse interpretación autentica del 
enunciado constitucional.  Hemos 
puesto “sujeto pasivo” en vez de 
“contribuyente”, como dice la Nor-
ma IV, en concordancia con el ar-

tículo 5 del Código Tributario. 
(33) Para Alfredo Vidal H. deberá ser el 

INE, a través de publicaciones pe-
riódicas, el que apruebe los Indices 
necesarios para fijar la UIT.  Para 
Julio de Almeida, debiera estable-
cerse por Ley del Congreso, deta-
llando minuciosamente el procedi-
miento para actualizarla.  Para Gui-
llermo Ruiz Secada, debe fijarse por 
Ley o Decreto Legislativo. 

(34) En los Considerandos del Decreto 
Legislativo 451 se establece que el 
impuesto se ha creado para que “los 
estratos sociales de mayor capaci-
dad económica contribuyan al fi-
nanciamiento del gasto público”. 

(35) Así lo sostiene Alfredo Vidal en su 
ponencia.  A lo cual habría que agre-
gar que, al haberse establecido la 
exoneración sólo para 1988, a partir 
de 1989 en realidad se estará “neu-
tralizando” la inafectación concedida 
en la ley del IPE a las empresas que 
no han iniciado sus actividades. 

(36) Respecto a los llamados “Decretos 
de Emergencia”, lamentamos no po-
der explayarnos por razones de es-
pacio.  Recomendamos consultar los 
interesantes artículos de Luis 
Hernández y Armando Zolezzi, pu-
blicados respectivamente, en la Re-
vista “Cuadernos Tributarios” Nº 1, 
de la Asociación Fiscal Internacio-
nal (IFA) Grupo Peruano, y en la 
Revista Nº 10 del Instituto Peruano 
de Derecho Tributario. 

(37) Julio de Almeida hace referencia a 
este principio con el nombre de uni-
formidad tal como lo expresa nues-
tra Constitución, pero especifica que 
éste viene a ser una derivación del 
principio de igualdad no menciona-
do expresamente en nuestra Consti-
tución Política Enrique Vidal H. 
denomina este principio como 



 108 

igualdad, de la misma manera que 
lo llama la doctrina.  Para Juan del 
Busto la igualdad es una manifesta-
ción de la justicia en general y en-
tiende la uniformidad como sinóni-
mo de generalidad. 

(38) Villegas, Héctor. “Curso de Finan-
zas, Derecho Financiero y Tributa-
rio”, Tomo I, pág. 187. 

(39) Julio de Almeida sostiene que llama 
la atención la imposibilidad de 
deducir obligaciones asumidas para 
adquirir bienes que, son computa-
bles, para establecer el patrimonio 
afecto.  Advierte, que al no admitirse 
la deducción de todas las deudas, 
este impuesto puede terminar gra-
vando a contribuyentes con patrimo-
nio neto negativo. 

(40) Alfredo Vidal sostiene que el artícu-
lo 2 del Decreto Legislativo 451 es 
disposición general y por ende sería 
aplicable, por interpretación sis-
temática, tanto a los sujetos domici-
liados como a los no domiciliados. 

(41) Ver las ponencias de Julio de Alme-
ida y Enrique Vidal H. 

(42) La Jurisprudencia de la Corte Su-
prema argentina es numerosa en ese 
sentido. 

(43) Para Enrique Vidal H. resulta tan 
grande la importancia del principio 
de no confiscación, como garantía 
sustancial de defensa de la propie-
dad privada en relación con el cam-
po fiscal, como difícil señalar el 
monto del límite exacto que deter-
minaría cuál es el tope del tributo y, 
consecuentemente, cuándo, por ex-
ceder de dicho tope, se convierte en 
confiscatorio. 

(44) Julio de Almeida sostiene, además, 
que para evaluar si un tributo es 
confiscatorio, debe apreciarse si el 
impuesto absorbe una parte sustan-
cial del bien gravado, examinándose  

su quantum en cada caso concreto. 
(45) García Belsunce, Horacio. “Temas 

de Derecho Tributario”, Editorial 
Abeledo-Perrot, Bs. As., págs. 107 a 
114. 

(46) En opinión de Julio de Almeida, el 
IPNP no podría ser tildado de con-
fiscatorio, toda vez que es razona-
ble, discreto, no absorbe una parte 
sustancial del patrimonio neto gra-
vado y no alcanza a violar el dere-
cho de propiedad del contribuyente. 

(47) Lamentablemente, al hacer la com-
paración de las tasas no se ha mos-
trado la estructura de los tramos de 
las referidas escalas, aspecto que 
hubiera sido conveniente exponer 
para dar sustento a las conclusiones a 
las que ha llegado el ponente. 

(48) Tal progresividad se obtiene al gra-
var esa mayor capacidad contributi-
va que otorga la tenencia de un pa-
trimonio, sobre todo en los tramos 
más elevados de la escala del Im-
puesto a la Renta. 

(49) Contrario a este criterio, Enrique 
Vidal H. considera en su ponencia 
que cuando coexisten varios im-
puestos a la tenencia patrimonial en 
un sistema tributario, como es el 
caso del Perú, resulta necesario evi-
tar que un mismo hecho económico, 
es decir, una sola capacidad contri-
butiva, resulte afectada varias veces 
o, en su defecto, establecer mecanis-
mos que permitan lograr una suerte 
de transparencia fiscal, como es el 
caso por ejemplo, del Impuesto al 
Patrimonio Empresarial, en el que 
se permite excluir del patrimonio 
neto el valor de las acciones de otras 
sociedades que tenga la empresa. 

(50) Así lo señala Enrique Vidal H. en su 
ponencia. 

(51) Zolezzi Moller, Armando. “Consti-
tución y Tributación” en “La Nueva 



 109

Constitución y su Aplicación Legal”, 
pág. 190. 

(52) En el mismo sentido se pronuncian 
Juan del Busto y Alfredo Vidal en 
sus ponencias. 

(53) Como afirma acertadamente Alfredo 
Vidal en su ponencia, es por esta ra-
zón que los legisladores deben ob- 

servar, como regia directriz para la 
creación de nuevos tributos en el pa-
ís, un análisis previo a fin de verifi-
car si el costo recaudatorio del tribu-
to que se proyecta crear, resulta im-
portante en relación al costo adminis-
trativo fiscal que va a representar la 
fiscalización y control de su evasión.

 


